
CAPITULO IV ~ 

DE LOS EFECTOS DE L,~ EMANCIPACION. 

SECGION l.-En cuanto á la persona del menor. 

212. El menor emanciparlo queda libre de la patria po­
testad y ne la tutela; luego, en cuanto á su persona, es asi· 
milahle álln mayor. Cierto es que queda bajo curatela; pe­
ro la curatela no es concerniente á los bienes, y en nada 
limita la libertad que la emancipación da al menor. La 
misma ley marca esta difereucia que ella establece entre el 
menor emancipado y el mgnor!Jo emancipado; éste tiene 
un domicilio legal, signo de la dependencia en que se en· 
cuen tra, mielltras flue el otro ya no tiene domicilio legal; 
es decir, que ya no es dependiente, que es libre. Hace de 
su persona lo que fluiere. 

Hay, sin embargo, alguflas diferencias entre el menor 
emancipado y el mayor. El menor, aunque emancipado, 
no pueC:e casarse sin el consentimiento del consejo de fami-
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lía; la hija mayor lo puede ~in consentimiento ninguno, y 
el hijo mayor no necesita sino del I~(msenti",iento de sus 
ascendienlps. Sr.:..gú.Ii }-1 11.1gislaeiólI rranl~e~a, no pUAde re­

cibir la~ r-;:agradas (lrd,'ne~, Id h¡¡'~er votos p.n ll!la cong"Rga· 
ción religiost, ,in el ~ollse"li"liellIO d~ SIIS padres (1). Es­
tos de('n,tos !'sta n abrogad." en Bél~i"a, porque s~ relieren 
al sistem1 de la u"ió" dA L I..:18sia y del I~stado, el cual 
cene al Inga .. , según la e ,nstitu,'ión hel:;" al sistema de 
separaeión. D 'm ·)o'nhe a:.:rega '1118 el rnen'lr eman,'.ipa,lo 
no puede rlal'sB en adnpdl)ll sin el í~onS'Hltimiellto de sus 

padres; cita el art. 346, ell el pual )~emo, que 1·\ adopción 
no podra, en ningún caso, tener lugar antes de la maylJría 
del adoptado. Esta es una de esas inadvertencias 'lue se 
escapan á los mejores entendimhntos y qtle sólo set1alamos 
como un testimonio d~ la imperfección humana. 

SECCION /l.-En cuanto á los bienes. 

213. Hay una grande analogía entre los derAchos del 
menor emandpa/lo y los Ilel tutor, en lo cnncerniente á la 
gestión ne los hienes. Los principios generales son los mis 
mos. Se distinguen para el menor emancipa/lo corno para 
el tutor los actos de administración y I'lS actos qne salen 
de los limites de la administración: En cuanto á estos úl­
timos, el mismo córligo asip,nta el principio de que el me­
nor no puede ejecutar más actos que los ne pura a,lminis­
troción, sin ohservar las formas prescritas al menor no 
emancip.¡rlo. Rlspecto de estos ados qne son los' más im­
portantes de la vid. civil, la asimila,~ión es completa. La 
regla, es pues. que e, menor em'ln,~ipado no pue,le ejecu­
tar otros act0! que los de pura administración: esta es la 

1 Deoretos do 18 do Febrero <le 1809, arto 7, y de 28 de Febrero de 
1810, arto 7. 
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expresión legal (arts. 481 y 484). El tutor administra tam­

bién los bien AS de Sil pupilo. 
E,a es la analngla. Hay no obstante, diferen"i~,. La ley 

se expresa en términos restrietivos c'll1nrlo [¡ai):'l de los :ac­

tos que el menor em~ndrado puede e.¡.~eutrrr 5,)10: estos 
s6n, dice el código, los adns de Jlul'a administración, mier:· 
tras que del tutor dice 'lue adminiFtNt los bienes del pu· 
pilo como buen p~rlre de familia. Hay una razón para esta 

diferencia, 'lue salta á la vista. El tut'l!' es un mayor que 
gnza de la plenitud de sus derechos; f'1 menor emancipado, 
al contrario, está toúavia colocado entre los incapacés, por­
que l. ley le da un curador; y [¡ay acto; dI' admiainistra· 

ción que no puede ejecutar sin su asistencia. Debe estar 
a.istido para recibir la cuenta de tutela (arL l180), debe es· 
tar asistido para recibir un capital mobiliario y para cm· 
plearlo (arL 482). El tutor recibe to,lo género de cuentas 
y percibe los cepitales, en virtud c'esu po,ler .le administra_ 
ción. De aqui resulta un principio de interpretación cuan' 
do hay ffue proceder p'lr anal'lgía. La analogia es incontes· 
table; pero siendo el poder del menor menos extenso, hay 
'Jueinterprdarlo restrictivamente, de modo 'fu~ nU:1"a se 
salga, de lo '1u~ la ley llama un't pttra administración. 

Sin embargo, hay actos para los cu:!les la ley parece ldar 
al menor emancipado poderes mas extensos 'lue al tutor. 
El tutor no puede intentar una acción inrnobiliOlia ni prd­
vocar una partición sino con la autorizaciúu del consej,j de 
familia (art •. 461" 463); el menor emancipa:ln l1l necesita 
esa autorizadón; basta 'lue este asisti,I" por su curador 
(art. 482, 8401. La misma difel'eO'ia respe"to á la acep' 
tación de una donación art,. 463, 9:3:51. Estas diferencias 
se explican por la intervención del cura,jor, que reemplaza 
la autorización del consejo ue familia. No habria que in· 

ferir ue esto que el menor emancipado tiene un poder más 
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extenso que el tutor; acabamos de probar que la ley limi­
ta, al contrario, y circunscribe el poder de administración 
del menor emancipado. 

Hay otro administrador al cuál podría compararse el me­
nor emant'ipado, y es la mujer separada de bienes. Bajo 
ciertos puntos de vista, hay una analogía mayor entre el 
menor y la mujer separada, que entre el menor y el tutor. 
Este administra el patrimonio ageno, mientras que los otros 
administran su propio patrimonio. Por esto es que la ley 
da á la mujer separada en bienes un derecho que no reco­
noce al tutor, y es el de dispon~r de su mobiliario (articulo 
i~~9). Como el mllnor se halla en la misma precisión que 
la mujer separada, pudría verse tentarlo á argumentar por 
vía de analogía de un caso al etro. Nosotros rechazamos 
este principio de administración. Hay una diferencia radio 
cal entre el menor emancipado y la muje,' separada en Lie­
nes. El uno es incapaz; la otra, á tltul" de mujer casada, 
se halla tamLién colocada entre los ioPapacee; pero la se· 
paración de bienes la Iiherta p"eeisamente de esta incapaci. 
dad, para los act"s de administración. En este sentido es 
como el código dice: la mujer tiene la libre adminj"tra· 
ción; mientras que, respecto al menor emancipado, se sirve 
de un término reslridivo, no permitiéndole sino I"s actos 
de pura administración y sujetándolo á la asistencia de un 
curador. 

Venimos á pararen esta conclusión, que la capacidad del 
menor emandpado es un:> de las más restriQgidas. Aunque 
él maneje su propio patrimonio, no Pllede ejecutar sino ac· 
tos de pura administración. SR le debe comparar al tutor 
más !lien que á la mujer separada en bienes. Y aun no de· 
be argumentarse con la tutela para extender sus poderes; 
la interpretación d"be ser siempre restrictiva. 
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§ l.-DE LOS ACTOS QUE EL MENan EMANCIPADO PUEDE: 

EJE. :-T iR SOLO. 

21{¡. Hemos reconocido al tutor el deree.ho de ejecutar 
todo género de actos comervatorios (1). El principio redbe 
su aplicación en el menor emancipado, supuesto que esto 
es de derecho común para todo incapaz. Sin embargo, el 
poder del menor emancipado no es tan extenso enmo el del 
tutor. A nuestro juicio, el tutor pued'l hacer torlas las repa­
raciones, sin distinguil' si ellas tO.,an á los capitales ,Iel menor 
6 si se hacen con sus rent'5. N" sucede lo mismo con el me· 
nor. En efecto, el arl. {¡S2 le prohibe que reciba un capital 
mobiliario, y (luiere queel tut lfvigile la imposición. El es­
plritu de la leyes, pues, que el menor no dispone má5 que 
de sus rent"s. Si las rentds son sulidentes para ha"er las 
rep"ra.,ionps, po,lrá hacerlas. Pero si en ella, lu de emplear 
sus capitales, es necesario que lo asista su curador; porque 
tomar algo de su capital para haeer reparaeiones, equivale 
á emplear capitales, y el m~nor no puede hacerlo sin la 
asistencia de su cur"dor (2). Esto se funda también en la 
razón: las reparaciones son un acto de conservación, si son 
necesarias; si no lo son, el menor porlria arruinarse con in· 
sensatas construcciones. La asistencia del curador será un 
freno y un guia. 

2Hí. El art. {¡Si dice qUé el mepor emancipado celebra­
rá los arrendamienbs cuya dUl'eción no exceda de nueve 
años. Lo mismo el tutor. Luego debe a?licarse á los ar,·en· 
damientos hechos por el menor emancipado lo que hemos 
dicho de los arrendamientos celehrados por el tutor (3). 
Hay, no obstante, alguna dificultad acerca de estos puntos. 
El art. {¡Si nada dice de la época en la cual deben reno· 

1 Véase eRte tomo, llÚmR. ,.13 44. 
2 Demolombe, t. S', p. 225, núm. 294. 
3 Véase este tomo, núma. 45_49. 
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varse los arrendamientos. ¿Debe inrerirse que el menor no 
está sujeto á las re,triecicines que 1.1 ley imi' )no" á e,te res· 
pecto, al tutor? Esto eqllivdldrfa. á dar al mellOr UIl poder 
más extenso 'lue al tutor, lo ~ue es inadrnisih!e. Por otra 
parte, tenemos un texto. El art. 1718 estahlece que los 
1429 y 1430 son aplicable, á los arren,lamiento, de los 
bienes de los menores; y, seglÍn el art. 1436, el marido no 
puede renovar los arrendamientos de 10.< bienes de su mujer 
más de tres aflos antes de la espiración del arrendamiento 
en curso si se trata de bienes rústicos, y mns de dos anos Si 
se trata de casas. Se objeta IJU" el art. 17t8 no es apli',al)le 
sino á le,s bienes de los menores en tutela, pero es introducir 
en la ley una distinción ({ue rechazan sus términos y su es­
plritu. A decir verdad, la restricción concernienté á la epo· 
ca de la renovación de los arrendamientos herhos por los 
administradores, es una oonsecuencia del principio qUé les 
veda celebrar arrendamientos por un tiempo que exceda de 
nueve aflos. En efecto, si pudieren ren0var sucesivamente 
los arrendamientos, indirectamente harlan arrendamientos 
excedentes de nueve aMs, lo que les está prohibido hacer 
directamente. La doctl'ina y la jurisprudencia son de este 
parecer (1). 

Hay otra cuestión que es más dudosa. Nosotros hemos 
enseflado que el tutor puede percibir por anticipación los 
alquileres rústicos y urbanos que se deben á su pupilo. Se 
pregunta si el menor emancipado podría estipulal' una cláu­
sula semejante. Los autores y la jurisprude:lCia estáu de 
acuerdo en rehusarle tal poder \2). Ha y un motiv,) para 
dudar, y es que los al,¡uileres son reutas; ahora bieu, el 
menor puede recibir sus rentas. Recibir una renta por an-

i Véase la doctrina y lajurisprnuenoia en Dalluz, en la palabra 
minoria, número 308. 

2 Dalloz, Repertorio, en la palabra minoria¡ núm. 802, Aubry y 
Rau, t. l!, p. 347, Dota l. 
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ticipación ea un acto de administración que puede ser muy 
jJrovedlO~o al menor con tll que haga uo buen empleo del 
dinero. Pero en esto está el rie<go, ni motivo para decidir. 
La ley da al menor el det·echo de pe¡·cibir SIIS rentas, por­

que necesita de ellas para pagar sus gastos. Esto supone 
'lu6 él recib" sus alquileres rústi"os y urbanos a medida 
que se presentan sus necesidades. Si él recibe, en el primer 
ano del arrendamiento, el importe de tonos los alquileres 
que se venzan, ¿oc; os de t",uerse que los disipe? ¿y no pa­
ra preveer esto es por lo que el legislador le pro hibe que 
perciba sus capitales sin estar asistirlo de su curarlor? El 
espiritu de la leyes evidente, y como debe iuterpretarse 
restridivamenté, hay que decidir 'lile el menor pueda muy 
bien (,dcibir los arrendamientns á su vencimiento, pero que 
uo puede percibirlos anticipadamente: y ps eapitalizarlos el 
recibirlos en una sola vez, luego se necesita la asistencia 
del r.ura'!or. 

216. Lo que hemos dicho en el título de la Tutela, 
acerca del pago de las deudas y del recobro de los crédi­
tos (1) se aplica al menor emancipado. El puede y deoe 
pagar sus deudas, pero no puede dar su consentimiento 
á ninguna transacción directa ni indirecta, porque no tiene 
poder para disponer; su capacidad se halla lilllitada á los 
actos de pura administración. Insistiremos ell este principio 
en el título de las obligaciones (21. El menor puede tam· 
bién recohrar lo qne se le debe, Ciln la restricción que ya 
hemos mencionado; el mellor emancipado no puede recibir 
un capital sin estar auxiliado por su curador. 

El art. [¡Si dice que el menor recibirá sus rentas y dará 
un descargo de ellas. Dar descargo equivale á reconocer 

1 Véase (j¡.;te torno, nllills. 50~: ti.!.. 
~ Vt'Mse taruuien en el llÚlll. 2~5J lo que uecimos de las trae.sac_ 

CiOUllS. 

P. D. TOMO v.-37 
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que se ha recibido un pago y que, por consiguiente, el 
deudor está liberado. El descal'go no ~s, pues, m"s qne un 
finiquito. Supuesto que el deudor tiene el dnrecho dé pa 
gar al menor, sin decid" se comprende '1ue éste tiene el 
derecho, digamos mcjol', la obligación de dar fini'luito. 
Luego ¿por qué la ley, después de hallet· dich,) 'rue el mo· 
nor puede recibir sus J'Blltas, agrega '1ue puedo dar descar­
go de ellas? Es porque C~ la práctica se distingue el escrito 
que comprueba un hecho jurídico de este l\lJcho, como si 
fuera necesaria una doblt~ capaddad, la un" para recibir y 
la otra para comprobar el pago. L1 distinción es e')lltraria 
á los más elementales Drinci pios. El (lue tit1'H1 calidad pam 
recibir, por este s:)lo hecho la tielle para extender 1m rc"ibo 
finiquito (1 \, Es inútil agi'egar que 01 menor no [luello des­
cargar al deudor sino en Jos limites (Iel r.lgo que h" reci­
bido. Si el descargo se pa~ase del ruge¡, c'lllstitLlÍrÍa un re­
integro por el excedente, es decir, un acto ú tilulo gratuito; 
ahora bien, el menor uo puede dar. 

2t 7, ¿El menor emancipado puerltl emplear su; rentas 
como le parezca? En ""to hay una diferenr:ia ralical entm 
el menor J el tutor. El tutor administra el patri,"onio "ge· 
no, y no puede h,leer sino los gastos necesarios ó útiles, é 
imponer el excedente de las rentas sobre IOJ gastos, mien· 
tras que el menor es pro¡,ietario, y puedo, por lo tanto dis­
poner de sus rentas como le parezca. De donde se infiere 
que él puede hacer de ellos el empleo que juzgue conve­
niente. Se pregunta si puede comprar inrnueules. L~ mis­
ma cuestión se presenta para el tutor. Nosotr¡,s la hemos 
resuelto afirmativamente (2), cr>n la restricción de 'lue 111 
tutor no puede comprar inmuebles á crédito. El menor 
emancipado pUéde también comprar inmuebles. Cuando con 

1 Dncaurroy, BODllicr y Roustain, Comentario, t. 1~, p. 494-. 
2 Véase el núm. 60 <le este tomo. 



DE LA El\iANCIPACION 291 

sus rentas compra, lQ que hace es una imposición, y las 
leye~ mismas r< comiell(lan esto, empleo al tutor ~1). ¿Pue­
den SHr reducidas estas compras? L1 afirmativa se ha falla­
d", erróneam,'ntc á nuestro enten!!cl' (21. El art. 484, co­
mo mIs adelaute lo ,lit-ernos, !lO se apliea más que á los 
gastos, it hs doudas 'lUfl el m(mol' contrae. Al comprar 
inmuebles enll sus rcntols, no Il",r,) gasto, hace un empleo 
útil de su dinero. Otra C()sa sorí:! si romprase á crédito. 
Una compra seme.iante implica no préstamo, y el art. l183 
declara, en términos cllél"¡;iros, 'In8 el mcnor emancipado nO 
puede pedil' prestado, siu una deliberación del consejo de 
familia, homologada pOI' el tribnnal. Hay sentencias en es­
te sentido (3). 

Hay que agregar otra restricción para el menor emaNci­
pado, y es que no l'llildo comprar inmuebles con sus capi· 
tales, sin la asistencia de su curado!", la l,)y dice en términos 
generales qUA el curad,,!' ,le!J8 vigilar el em pIco de los ca­
pitales recibidos. L:I capal';,]"'] dd menor es lllCIlOS exten­
sa, en este caso, {[UO ]¡ JeI tut<,,·, y esto se concibe. Puede 
ser más velltajoso pan. d men<lr no cmpl,'a!' sns oapitales 
en compra de inmuebles; ahora biLlU, él no tiene la expe­
riencia necesaria para juzgar cuál es el uso meior que debe 
hacer de su dinero. Si hace uoa compra sio la asistencia 
del curador, IDIJría Ingar á rescisión por causa d0 lesión, 
por aplicación del alt. 136:5. Podría objetorse que hay con­
tradicción en permitir al menor que compre inmuebles con 
sus rentas, y á prohibirle que los compre con sns capitales. 
Pero la dif8rencia cs grande. El menor tiene el derecho de 

1. L{lr hipotecarüt btlJg,l, ¡lO 16 ll(~ D:clemlnc (lo lSfíl, :ut. 57. 
2 nijon, !) ¡le Julio tI,. lS~8 (Dalloh, ('11 la palabra winor¡(11 núme· 

ro S(9), eonfirlll,Hla por scntmleia (lo 1.') dp Diehnubrc de 1832 (Da­
I1oz.lbid). 

3 Tolos:l, 14 de Diciolnbre de 180D, y Honcll, 2-1 de ¡rnllio de 1819 
(Dalloz, en la l'alaum minoría, núm. ~09, 1 ~ Y 810). 
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disponer de sus reula_~, y -en verdad que el uso mejor que 
de ellas puedo'h.acer; es in ponerlas en i[[muebles, mientras 
que no tiene derecho de disponer de sus capitales (1;. 

218. ¿El menor emancipado puede enagenar sus efectos 
mobiliarios? Hay una grande incertidumbre acerca de esta 
cuestión en la doctrina y en la jurisprudencia; eada autol' 
tiene su sistema, Esto prueba que los textos dejan alguna 
duda, La mayol' parte de los autores distinguen entl'e los 
muebles corporeos y los muebles incorporeos, En cuanto á 
los muebles corporeos, lo, Ulil.' permiten al menor que ven, 
da solo, los otl'os exigen la asistencia del curadll!', Hacemos 
á un lado desde luego esta última opinión, porque no tiene 
apoyo .en los textos, La asistencia del curador no se ,. 'luie­
re sino en los casos determinados por la ley; ahora bien, 
ningún articulo del código, prescribe la asist~ncia del cura' 
dar para la venta de los efe.,tos Ill!lbiliarios; Boto decid" la 
cuestión. ¿Hay, pues, que admitir que el menor pu"de ven, 
del' solo? En teoría, e5to es inadmisible; porqne v,md')I' es 
un acto de disposición, y el código dice, y repite que el 
menor emancipada no puede ejeental' sino actos de pu,ra 
administración (arts. 481, 4WI). No obstante, hay un m¡. 
tivo para dudar. El art. 484 di~e que el menor no puede 
vender sus inmuebles sin observal' las formas prescritas al 
menor 110 emancipado; de donde puede concluirse, a 
contrario, que el men·,r emancipado puede vender sus 
mueblas. En apoyo de esta interpretación, se cita el arti­
culo 1449, que tia á la muje¡' separada en bienes el dere­
cho de enagenar su mobiliario y disponer de él; ahora bien, 
el menor, como la mujer casada. es propiet~rio, y como ella, 
tiene un poder de admi nistraoión, P"r último, se dice que 

1 D8Hlolombe, t. '~o, p. :'::Jt [¡(¡ii!. :2U;;. U.ll'lolltil1" cuutl'ariJl, An­
br,V y Hall, qlW 1l"rmitl8 1l al nW!I\'l' qnn e()mpf¡-~ illmllt'hlt'R, a(w ñ 
crédito (t. 1°. p. 549, Y nota 7). rl't'O~}lollg üino qUB ellllrmor no pue. 
(le comprar inmuebles (De !a venta, t. l°, uúm. 167> 
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esta doctrina está en armonía rQj¡ 'lt ,re-iull1IlW Q,sise quie­
re.la preocupación tradicional <lehte~lltIllciwaw.e5, lue pro­
fesa casi desdén por las cosas mo:,ili.nus: nI, .• mobilium 
}Jossessio (1)-

Nos,)tros rechazamos somnjantc ori'!iún por que se halla 
en oposición con el sistema del có,ligo soIH,) el palier Ó la 
rapacidad del men"r emancipado. El menor no puede eje. 
cutar sino actos de p71l'a administración, y aun, en cuanto á 
estos actos, su capaeidad es limitarla; él no puede recibir 
un capital, por módico qne sea, sin la asistencia de su cu­
rador. Así es que no podría, sin verse asistiJo de su cura­
dor, percibir un cré,¡ito de cien franc'ls; y ¿se permitiría 
que vendiese solo un rico mobiliario de veinte á treinta mil 
francos? ¿I'clrqué exige la ley l:t asistencia del cura/lor para 
que el menor pueda recibir un capital'! Para impedir al meo 
nor que lo disipe. ¿Hily menos riesgl) cuando el menor 
verille su mouiliari,,? Por último, hay una objeción f¡Ue 
nos parel'e decisiva, por lo menos en la opinión que hemo, 
ell-eflaJo acerca del poder del tut,,!". Este, á nuestro jukios 
:,.) tiene el peder d0 enagenar (2). Ahora bien, el menor 
fene una capacidad mpnliS extensa que el tntor. Esto deci­
rle la cuestión, pero no reSUelve todo género de difieultad. 
Si el menor no puede vender solo ¿con qué condición po­
drá vender? 

El arl. 484 establece que el mellor em1ncipa Iv lIO puede 
cjer"it"r otros ados '1ue los /le lm'''j allmi,,'jtración, sin ob­
servar las formas preseritas al menor no eman::ipado. En 
el capitnlo de b Tulela la lo; orrler¡:l ,,1 tutor que venda 
t.oclos los IlI'Jehles dd menor que no o('un los que él coa­
sejo d" f¡¡ni!ia 10 ¡¡nt"riza par,l c(}lIs~rvarlos en su propia 
naturaleza, y determinar las fUI'llHS bajé, las cuales debe 

t Anhry y R:111. t,. l°, p. 5V. y B'I! l;;' 'ÍJ,) ~lpÚ!"'é;Ui f)¡~;n-)lIHnl)j1, 

t. oS'" lIÚln~. 277! 2i8, 
2 V éuuse los nÚlllSo. 40 ;v 41 {h' este tOtllU. 
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llevarse á cabo la venta. ¿Debe aplicarse esta rlisposición al 
menor emancipado? (1). Cierto es C!ue no puede obligársele 
á vender sus muehles, supuesto que tiene casa y menaje. 
En cuanto á las fOI'mas, son inaplicables, pOf'Iue suponen 
la intervención del subrogado tutor. Habiéndose hecho á 

un lado el art 4;)2, sólo queda eI4t)7, que norma las con­
diciones y las formas dentro de las cuales delm hacerse la 
venta de los inmuebles que pertenecen á los menores. E,to 
no carece de inconvenientes, ya lo sabemos. ¿Se irá á pe­
dir la autorización del consejo de familia y la homologa­
ción del tribunal para un"- venta de cosechas? Venimos á 

parar en comprobar un vado en el código. Hé aquí por qué 
la solución más práctica es la que ha predominado, la que 
permite que el menor enagene su mobiliario. Pero dicha 
solución no carece también de inconvenientes, porque per­
mite al menor que se arruine. ¿Se dirá que si está lesiona­
do, podrá promover la rescisión? Así se ha fallado (2), pe 
ro contrariamellte á los principios que rigen la acción de 
rescisión. Si se admite que el menor Pllede enagenar, debe 
concluirse con el art. 481, que no será restituible sino en 
los casos en que el mayor lo fuese. 

En cuanto á los muebles incorporeos, existe una lay es­
pecial, la de 24 de Marzode 1806, concerniente á las rentas 
sobre el Estaco. Esta ley dc,'ide que el menor emancipado 
puede vender en despacho público, cOn la asistencia de su 
curador, una inscripción única de cincJenta francos en ren 
ta de cinco por ciento; si las inscripciones exceden de dicha 

! Esta eA la opinión (le Demant~, el enaJ) folegún cOllstumhrf>, ha­
ce la Il'Y. P~rIHite ni menor qnc yewb su . ., eORt'ehaf:; Hplica 1-\1 r,rtícn. 
lo 452 á la. Yellta de I'llla nlliYl1I'~alidail de Tlluí:bh·s Ó (le inmuebles 
preci(}so~, PIl tollos 108 lh11ll<ÍS ca8o.~, la 'iTt.~i1ta podr,t celebrarse por un 
acto de lIura administraCIón (Curso onal/Jico, t. !!~, p. 317, Ilúmero 
249, bis UI). 

2 Tolosa, 19 <le May,' de 1818 (Dalloz, Cilla ¡,"labra mino,'" nú. 
merb &lGJ. 



DE LA I~MANClrACIO!{ 295 

cifra, él no puede venderlas sino con la autorización del 
consejo de familia. El dee,;, ,le 25 de Sepliemb"e ,le 1813, 
ha extendido ésta disposi~i<in á las acciones del B,lllCO de 
Francia. Cuando se confrontan estas leyes con la doctrina 
generalmer,te adoptarla para los muebles corporeo>, se ve 
que hay una incoherencia singular en nuestra legislación, tal 
como se la interpreta. El menor no puede vender una ren­
ta que pase de cincuonta francos, luego tampoco un capital 
de ,ni! francos, ,in asistencia di) su curador, y se le permi· 
te que venda, sin asistencia, ofectos mobiliarios cuyo valor 
es diez ó veinte vel'es mayor. No pára aquí la inconse­
IOtJencia. La ley de 1806 y el decreto do 1813 no haolan 
de las demás rentils, acciones ú obligaciones. ¿Lu"go qué 
deoe resolverse eu cuanto á los muebles ineorporeos en 
general? En el titulo de la Tutela, hemos considerado 
la ley de 1806 y el decreto de 1813 como disposiciones 
excepcionales, En efecto, la regLl soore la capacidad del 
menor emar,cipado debe hallarse en el código civil, y 
el código civil, acabamos de decirlo, no prevee mas que 
el caso de la venta de los inmuebles. Lógicamente habrí1 
que aplicar á los muehle. ineorporeos lo que hemos di­
cho de los corporeos. Las opiniones difieren en esta cuestión 
como en la que acabamos de examinar. Unos permiten al 
menor que ceda derechos mobiliarios sin asistencia ni au­
torizació'l ninguna (1); otros exigerl la asistencia del cura· 
tl'T, Ó aplican por analogía, y como razón escrita, la ley de 
1806 y el decreto de 1813 \2). Hapitilmos con Duranton 
que el silencio del código en esta materia origina tautos 
sistemas como interpretes \3). 

1 V.dothl, Replicación di) libro ]", p. 3:3,), . 
2 Demolomlw, t.. 8°, p. ~;)3, lIúm. ;HO. DUC'l11rI"OYI OomentarlO, to­

mo 1'\ p. -ln7, nÚ!il. G!..U. Lajllri~pl'tHlt',llcia se halta l\n este liuutido. 
VlJilRí.\ (\11lÚ1U. 2:t3 . 

.') DUl'.llltOll tiellc ta,¡ilbl'én d ~u'yo, t. 3~, p. 655, núm. 6ól:S. 
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219. ¿El menor emancipado pUArle obligarse? Todos los 
que tienen poder para ~dmini,trar, tienen, por es tú mismo 
01 uerecho de contrHer 6uligaeiones para la, necesidades de 
su administración. Es imflosibl~, en efecto, hacer la más 
sencilla administración, sin cuntraer, sin c'JU"enti¡·; luego 
.e necesita que el administrallor tenga el derecho de COIl 

traer, lo que implica el poder de obligarse. El menor tiene 
el derecho de celebrar arrendamientos; no puede hacerlo 
sin obligarse como arrendador; que si puede tOJUar en 
arrendamiento uo barrio, uoa casa, se ouliga como inqnili­
no; si él compra para lo;; gastos de sn casa, se "uliga como 
compl"ador. ¿Cuál se¡'á el efecto de t,des obligaci'Jl1es? He¡y 
que aplicar el principio general que rige las obligaci,)nes; 
el que obliga su persona, ohliga sus bienes (art8. 2092 
y 209il; ley hipotecaria de 16 de DtéÍemilre de 181i1, ar­
tlcnlos 6 y 7). El acreedor tendrá, pnes, el derecho de em­
bargar y de mandar vender tallos los bienes del menor 
emancipado, mobiliarios ó inlll<lbilial"Íos. A primera vista 
esto parece en contradicciócl con el principio que pr"hib8 
al menor que enagene; y ¿obligarse no es enagenar indi­
rectamente? y ¿cómo puede hacer el menor indirectamente 
lo que se le prohibe que hagl direelamente? H,¡y en esto 
varios principios en cunflicto. Por una parte, la ley dice 
que el menor no pue.le ejecutar más actos que los de pura 
administración; luego no puede disponer, n,) puede enage· 
nar sus inmuebles sino por causa de necesidad ausoluta ó 
de ventaja evidente, y necesita la autorización del consejo 
de familia y la homologación del tribu na!. Por otra parte, 
el menor tiene el derecho de administrar, l ueg o támbién 
el derecho de obligarse, y al obligarse enagena indirecta­
mente sus bienes. ¿Cómo cor.ciliar estas disposiciones que 
parecen contradictorias? 

Hagamos notar, en primer lugar, que la ley no dice que 
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el mAnar tiene derer.ho á oLlig~rsA; no se le reconoce tal 
l1erechn sino Cl)rllO una con~!~i~llen(~ia n~t::esada del puder de 
adrninistra"ión; de do<:'¡" ,e sigue que su derecho de obli­
garse psU, limitad" á h; "et,JS de administración, '!"'a mis­

ma ley aplien este prinl'.ipio al pl'"hibir al menor qne pida 
prestado !l"j" ninglin prdl'xto, V al prohibirle que hipote­
que, Esto dis:ni!lu)'(' singnlarmente el riesgo de las obliga­
ciones que puede corltra"r el meuor. Más adelante diremos 
que la ley a,~ude aÚll en auxilio del menor, permitiéndole 
que pida la reduc<:ÍólI de los ~l)mpl'Omisos excesiTos que ha 
firmado. 

Salvo estas restric,'illues, h~y que mantener el principio 
en virtud del cual ,,1 de\l<lor qU'l se ubliga, obliga sus bie­
nes .. Esta es la "ollsecueO'~ia forzosa ,lel floJer de adruinis· 
(ración que tIa la ley al mellar; éste no puede adlliinistrar 
sin obligarse, y no poe..!" nbligarge 5in dar á sos acreedores 
un derecho indireclo sobr" sus bienes, En vano, se diria 
que sólo á las persotlas cap¡wes puetlo aplicar~e el principio 
de que el que obliga su pfJrsona obliga sus bienes; Sil con­
testa que los menores emancipados no son incapacas de una 
manera absoluta; son incapaces dentro de ciertos limites: 
cuando se obligan dentro de éstos, 3'm asimilados :i IOi 

mayores (art. 481): luego ~us compromisos deben tener los 
mismos efectos, porque de lo contrario, tales compromisos 
carecerían de sanción. 

220. El arlo 482 establece qUD el menol' no puede in­
tentar una aCC;01l mouiltaria n. eOlllestarla sin la aiiiltencia 
de su curarlor. Siguegr, de :::'1ui ;¡ue pU<Jde formular accio­
aes mobilialia, y eon(ü,Lr!.L; 3in a~is~Jn·:~. E,te eg uno d0 
es'lS argn[tlenLI)~ s\t(~ad03 de! silencio (le la ley y que no 
tienen gran valor. Con eilos '[lay que conformarse en esta 

materia, porque en el sistema del código civil, el derecho 
r. D, T0:l10 v.-a8 
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de intentar las acciones mobiliarias sa considera como un 
aeto de administración. Remitimos á lo que dejamos dicho 
en los titulas de la Tutela y de la A ¡¿sencia (i l. Se pre· 
santa una dificultad respecto al mellor emancipado, cuando 
la acción tiene por objeto un capital. Según el art. 482, 
el menor no puede recibir un capital mobiliario sin la aois­
tencía de su curador. ¿Debe inferirse de esto que no puede 
Intentar una acción que tiende al pago de un capital mo 
biliario? Esta es la opinióll geaeJ"almente adoptada; de ella 
se infiere que el deudor puede negarse á contestal' la ne 
manda, en tanto que el menor no esté a~i,tido de su cu 
radar, y que si el proceso continúa, el menor te¡¡,!rú el re­
querimiento civil para atacar el fallo '1'16 lo hllbie,e conlle . 
nado sin haber sido válidamente defell,!i,!o (:¿¡. A lluestro 
juicio, la disposición del art. 481 no puede extenderse it las 
acciones judiciales. Esto equivaldria ti erear (lila incapaci­
dad que la ley no establece. Esto equivallll'ia á derogar el 
arto 482, que implícitamente reOOlloce al menor capa!. de 
promoTer judicialmente para el ')jer,)ido dd S'B del'echú, 
mobiliari08. ¿Por qué habrá de ser illcapaz cU:J.lldo el de­
recho mobiliario es u¡¡ capital? Esta excepcióll no tendría 
ninguna razón de ser. Ni el texto ni el espíritu del artículo 
481 exigen que el menor no pueda redamar judicialmente 
un eapit&! mobiliario. Todo lo qne la ley dice es, que el 
menor no puede recibir un capital mobillario Sill estar 
asistido. Y ¿por qué la ley quiere esta asistencia? Pa­
ra impedir al menor que disipe sus c,¡pitalcs. E3tIJ nad1 
tiene de común con los ítigios. Luego hay que decir 'lue el 
menor podrá promover judicialmente, pero que el deudor, 

1 Véase el núm. 66 de este torno, y elllúm. 188 del tomo 2~. 
2 Yéanse los autor~ citados en Aubry y Rau, t. l~, p. 551, nota 13. 
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si es sentenciado, no podrá pagar en las manos de aquél, 
sino cuando esté asistido de su CUl'auor ll). 

El menOI· puede tambien inteGtal' las acciones posesorias; 
este es un acto ue conservación, y él puede dirigir contra sus 
deudores toda cLlse de diligencias, sean mobiliarias, sean 
inmobiliarias, para elre~ohro de lo que se le deue. Este es 
el dereeho común; hay que poner únicamente la restricci6n 
de que el meno. no podra percilJir sino con asistencia de su 
curador el copital cuyo pag'¡ forzoso diligencia. 

221. El arto 481 establece que «el menor emancipado 
ejecuta todos Ls actos de pura administración sin ser resti· 
tuilJle contra estos ados en todos los casos en que el mis­
mo mayor no lo seria.» Esto quiere decir que el menor no 
pueue pedil· la rescisión de tales actos por causa de lesión 
(art. 1305,. ¿Quiere decir esto que el menor emancipado 
sea asimIlado en todo al mayol· respecto a tales actos? Se 
ha notado una diferencia de redacci6il entre el art. 481 y 
el 487, según cuyos términos «el menor emancipado que 
comercia se reputa, mayor· respect,) á los hechos relativos 
á ése comercioD (2,. La ley no dice que el menor emanci· 
pado se reputa mayor para los actos de administracción que 
tenga rleredlO á ejecutar; únicamente dice que no es resti· 
tuible, y la palabra 1'estitución tiene un sentido especial 
en derecho; significa que el menor puede promover resci­
sión por causa de lesión. Luego ellllcnor emancipado pué· 
de pedir la rescisión de los actos que ejecuta de ntro de los 
limites de su capaddad; sigue, nó obstantB, siendo menor, 
y goza, en consecuencia, de los demás beneficios inheren· 
tes á la minoria. Cierto es que si promueve judicialmente, 

la ,·ausa deberá trasladarse al ministério publico (código 
de procedimientos, art. 83, núm. 6). ¿Tendrá también el 

1 Ef-i,ta t}~ b~ opÍuiólI de Valetto. Exp!icación del ljbro 1", p. 3-16, Y 
de DCIuante, t. 2", p. 3lR, nÚlu. 151, bis. 

2 Demante"GurM anaCttico, t. 2', p. 317, núm. 249, bis 1. 
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rér¡uerimiento civil si no ha sido defendido ó si no lo ha 
sido válidamente? La cuestión es dudosa. Generalmente 
se la resuelve contra el menor, ú menos que el litigio tenga 
por objeto capitales mobiliarios (1). Esta opinión se funda 
en el art. 48), que declara al menor no restituible. Hemos 
contestado de antemano á la objeción; el menor permanece 
menor en cuanto á los litigios que él sostiene, en el sentid" 
de qne tales litigios son transladables al ministerio público. 
Esto prueba que puede ~similarse á un mayor. Por lo 
tanto, el art. 481 del código ,'" procedimientos debe r"cibir 
su aplicación. 

222. Dajo otro punte de vista, difiere también el menor 
emancipado del mayor, auo cu~n'!o ejecute un acto ¡jo ad" 
ministración. El art. 484 dice: «Respecto á las obligaciones 
que hubiese ~Gntraüj(), por vía de compra ó de otro modo, 
serán reducibles en caso de exceso: los tribunales tomarán, 
á este propósito, en consideradón la fortuna del meno,·, la 
buena ó la mala fe de las personas que hayan contratadl) con 
él, la utilidad ó la inutilidad de los gastos.» La ley quiere 
proteger al m'mor contra su inexperiencia y contra el gasto 
del dispendio que tan á menudo se encuentra en los jóvenes. 
Hay proveedores que abusan de las p'lsiones de la juven­
tud, hay usureros qUé los explotan. L'\ escena de M"liere 
se ha reproducido en más de una o,~asión ante los tribuna­
les: préstamos disfrazados bajo la forma de contrato, letras 
de cambio por las cuales el menor recibe algunos malos 
relojes, sieudo así que él reconoce haber recibido millones 
de francos (2). 

1 Dnra,ntun, t. 3°, p. 6!~, núm. mm. Anury y Rau, t. 1:, p. 551 
Y nota 19. 

2 En HIl caso que se presr:ntó á la corfe do Pa.rís, uo mAnoI' habín 
firmado dos ohligat~ion€s d~ 1500 franeos n,t(la una; por la priulera 
había. re()illillo 100 (l'l\rWO."l, y por la, ~egnn(la. ¡los péntlulos, que á lo 
sumo valían 120 francos (Sentencia de 19 de Mayo de 1838, Dalloz, 
en la. palabra min01"I:a, núm. 847. 
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En la aplicación del arlo 4S4, hev rlistinciones que hacer. 
Acabamos do recordar la oscena del Abaro. Si los provee­
dores ocultasen un empréstito, babrí'l qWl apli";¡r el arlíru. 
lo 4S3, que prohibe al menor pedir pr",tado [HjO ningún 
pretexto, sin una delillera"iln d,,1 cunseJo de familia horno 
logada por. el tribll~al: el pré,lalllo dis[I'az:¡do sería I¡úlo, 
porr¡UO se habría IV'eh" "in la ohservancia de las formas 
prescritas por b ley, El orl. 4S4 supone una obligación 
,¡ne el menor tiene derecho á contrael', que, por consiguien­
te, es válida, porr¡uo la ley perlllite que se reduzca en razón 
de exceso. Aquí hay 'lue hacer Ulla nueva distinción. Ci­
ñémJ¡'se á los términos ó de otra manera, se podría creer 
ou" la ley se aplica á todo géntJro da obligaciones. Nada de 
~sto. La discusión nos ha dado ¡i conoco!' el objeto de la ley 
y los límites der.tro de los cual,]s delle rccibir su aplicaciólJ. 
Se había propuesto limitar la facultad del menor para com. 
promete!'se, Jior promesa ú obligación, «hasta la concu­
rrencia de no año de su reota.» 

« !~sta prnposieión fué eomhatirla por C1rtlbacéres, qne pi­
diú 'fue se prohibiese al meno!' todo pré.starno directo; en 
CU.\lltO á los iodire~to5 que el menor cont!"lj8se por vía de 
compra á crédito, pro¡ms"limitarlos á las facultades del me­
nor;" los proveedores, dijo, no pueden conocer el importe 
de las rentas del menor, y sobre todo, no puüden saber si el 
menor ha contraído ya compromisos anteriores; mientras les 
es fácil apreciar si el gasto es útil ó f'Ó, si ';3 Ó nó razona­
ble. Con este esp;ritu el proyecto se modificó. As~, pues, la 
ley '10 se apliea sino á los gastos 'lue el m81Jo,r hace al tratar 
á crédito. Estos gastos se ha"en, sobre bdo, por vía de com­
Jira; si la ley añade ó de otra manera, es porque el me­
nor tiene aun otros gastos que hacer; debe alquilar un dé· 
partamento para alojarse y este gasto puede también ser 
excesivo; el menor hace construcciones, y en esto puede tam-
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bién haber exceso. Pero cuando se trata de compromisos 
que no constituyen al menor en dispendio, el art. 4S4 no 
es ya aplicable. V énde en precio bajo SlJS cosephas (admi­
tiendo que tenga derecho de venderlas solo), ó arrienda sus 
bienes por un alquiler que no representa el valor del goce 
de ellos ¿podrá promover reducción? Nó. Pero desde el mo­
mento en que el menor se obliga por via de compra ó de 
otra manera. el arto 4S4 es aplicable. Se ha fallado que el 
articulo es aplicable hasta á la cOrnpra de inmuebles (1). ¿No 
habría que distinguir? Si el menor compra un inmueble con 
sus rentas, no hace un gasto, sino uca impcsición; el empleo 
puede ser desventajoso, pero no entra ni en el texto ni en 
el espíritu del arto 4S4. Que si el menor compra á crédito, 
implica un prestamo indirecto. Nosotros hemos enselíado 
que con este titulo es nulo; si se le mantiene, será reducti. 
ble, pnrque el art. 4S4 es general; el menor podría arrui­
narse por compras excesivas de inmuebles tanto como por 
compras de efectos muebles. 

§ n.-DE LOS ACTOS PARA LOS CUALES EL MENan DEBE ESTAR 

ASISTIDO DE SU CURADOH. 

223. «La cuenta de tutela se rendirá al menor emanci­
pado, asistido de UH curarlor que se le nombrará por el con­
sejo de familia. (art. 4S0~. Según el proyecto adoptado en 
un principio rOl' el consejo de Estado, la rendición de la cuen­
ta no podría hacerse sino en la mayoría. No se sabe cómo 
ni por que motivo se cambió e~ta dispo.ición. La modifi­
cación' por lo demás, n"s parece muy razonable. El menor 
emancipado debe conocer el estarlo de su fortuna, puesto 
que está llamado á manejarla. Luego se necesita que se le 
rinda la cuenta de tutela. Sin duda que el menor casi no 

1 Sentencia de 29 de Junio do 1857 (Dalloz, 1558, 1, 33). 
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seria capaz de discutirla ni depurarla. Por esto es que la ley 
quiere que esté asistido tL' "1 curador. Una cuenta, después 
de todo, no es más quo u _ ,Lto ele admini~tL'ación; si en­
cerrase Ul1a disposición ó una tran'a.~ción, sin decirlo 59 

comprende Ijue seria necesario observar las formas prescri· 
tas por la ley para los actos do disposición. 

2240. El art. 4082 establece 'luc «el menor no poelrá reci­
bir y dar descargo de un capital mobiliario, sin la asistencia 
de su curador, que vigilará s.,bre el omplllO rIel capital re­
cibido.» ¿Qué S,) enti:lllde pOI' capital'l Estl palabra es opuos 
ta á la de rentas de 'Iue se sit've [; ley en el arto 408'1; lue, 
go designa todas las sumas 'lile no son rentas. ¿Hay que 

distifJguir si el cal'itai es más ó mcnr), consirlerah!d'l No 
gustamos de Ins distindnnes, cuando la ley no las hace. 
Ellas conducen á lo nrbitl'ario, y en consecuencia, se vuel­
ven contra el menor :i quien la ley ha querido proteger. 
¿Cómo se sabría si un crédito es mínimo'? ¿Se necesitará, 
como dice lJem'JlomIJe, tener en cuenta la fortuna del me· 
lIor? ¿Cómo puedo el tribunal ~,mocer esa fortuna? y su· 
poniendo que la cunozca, ¿decidirá qne un capital ,le veirte 
mil francos es una 'illllla lIlódica tellien.!o en cuenta lafor­
tuna del menor'? Est-, podría ser. Pero ¿qué es entánces de 
la protección que la ley quiere asegurarle'l ¡Si estos capita· 
les se invirtiéscn en pequeñas sUlllas, podría recibir y gas· 
tar torlol ¿No es más cuerdo, it la vez que mas juridicJ 
ceñirse al texto y ex:gir la asistencia del curador para todo 
capital por módico r¡ue sea? 

¿E,; siempre necesaria la asistencia del curadort Según el 
texto, se requiere cuando ol capital es mobiliario, lo que 
implica que no seria suficiellle si el capital fuese inmobilia­
rio. ¿Hay aún capitales inmobiliarios? Cuando se rec1actó 
el art. 4082, las renta. sobro bienes raíces eran todavia in· 
muebles; fueron declarados muebles por el arto 529. Le-
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yes posteriores al código Napoleón han pBrmitirlo inmovi· 
lizar las rentas sobre el Estad" y las acciones del Banco de 
Francia (1). Si fuese inmovilizado uno de esto:; capitales, 

. habría que aplicar el art. 184. y exigir, plr consiguietlt~, 
la autorización del consejo de familia y la homologacian del 
tribunal. 

La ley prescribe la intervención del curador á fin de itU 
pedir que el menor dicipé sus capitale,. Vigilará sobre el 
empleo de éstos, dice el art. 482. Luogo, anlos que todo, 
debe cuidar que el menor no pueda disponer de sus cauda 
les. Para esto no hay mas que un mellio: si el empleo no 
sé hacé en el momento mismo 811 que el capital se paga, 
el curador dehé exigir qué los caudales se depositen en la 
casa dé consignacioné, (2;. Si el menor dicipas~ el capital 
antes de que se haya hecho su colocación, el curador será 
responsable (núm. 19~;. pel'O el pago no pr.r esto dejarla 
de ser váli<lo si fuese hecho COIl asistencia del curador. En 
Mecto, los terceros nO están encargados de vigilar sobre el 
empléo: pueden y deben pagar al m0nor asistido de su CIl· 

radar, y es válido todo pago hecho á aquel que tiene po­
dél' para recibir (art. 1239). 

22ts. El menor eman~ipado no puede aceptar una dona' 
ción sino con la asistencia de su curador (art. 93ts). Esta 
asistencia es suficiente, no se requiore que la aceptación 
esté autorizada por el consejo dé familia, corno quiere la 
ley cuanllo la donación se hace ii un m8n"r· emanciparlo 
(art. 463). La razón de esta diferencia se cOlnprenrle. Si 
la ley exige una autl)rizadón para el mellar no émanci:,arlo, 
es por un interés moral más bien que por un intr,rés pocu, 
niario; ahora bien, la asistencia del curador c; su[Hentc 
para dejar á cubierto el interés moral; casi siempro habda 

1 Decreto do 16 lle Enero de 1808, arts. 2 y :1. 
2 Ducanrroy, Comentario, t. 1':', p. 497, núm. 69L 
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sido injurioso para él exigir a~emás, la autorización del "on· 
sejn, porque habría [[U\" SUjlOOAI' qllll el r.ul·ador y douaúor 
se halmm puesto d0 inteligencia para U[J~ obra de corrup­
ción. El tutor, al c,,"trtri,', obr,. sulo, luegro es útil q.Ie in­
tervenga un tercero. N:Jtt~mo5, además, que los as',~endien· 
tes del menor eman"ipado ¡lIle'len aceptar por él (art. 9315¡. 
Hay que aplicar aqui 1, que hemos di"ho en el titulo de la 
Tuiela, siendo la disposición común á los menores eman­
cipados y á los menores no emane ipados (1:\ 

226. El menor necesita la asistenci:¡ dll su curador para 
proceder á la partición y división de una herencia (articulo 
480). Se ha pretendido que, además, se necesita de la au­
torización del consejo de familia. Hay un ligero motivo 
para dudar que domina á ~Igun()s buenos entendimientos. 
El arto 48~, establece el priucipio de 'fue el menor emano 
cipado no puede ejecntar más actos que los de pura admi· 
nistración, siu observar las f"rmas prescritas al menor no 
emancipado; ahora bien, el tutor no puede provocar la par­
tición sino con uua autoriz1ción del consejo de familia lar­
ticnlo 4615): lo que parece que resuelve Lo. cuestión. Pero 
el art. 8~0, modifica este principio, conformándose con la 
asistencia del curador. Y no es ~sta la única modificacióu 
que el priucidio recibe: en el mis!IJ(' capitulo de la entút'­

cipación, el código permite al fIlenor que intente una ac· 
ción inmobiliaria con la asistencia de su curarlor (art. ~82), 
mieutras que el tutor necesita, para intentar una accióu se­
mejante, de la autol'Íz1ción del consejo de familia, y lo mis· 
mo respecto á una donación (art. 9315\. La jurisprudencia 

está de acuerdo con la mayor partl; !le los aotores para re· 
solverlo así, y ni siljuiera compl'ellllemos 1:\ vaeilación, sien­
do que hay un texto formal (2). En teoría y haciendo [lbs· 

1 V('a~p el 1I1l¡Il. SU,]e (':41' tOI:l\J. 

2 Véan~e h):-¡ autol't.;;; j' las S;)lltl.lil~:ag ~n Va¡/oz, en la palabra mi. 
norja, uúm. 825. 

p, de D, TOMO v.-39 
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tracción de los textos, habria podido sostenerse que la par 
tición es un acto traslativo de propiedad, que debe, por COI:' 

siguiente, someterse Í1las misilli<s formalidades que la venta 
de u:! inmueble. Pero el córligo Napoleón no crnsagra 
esta teoria. Considera la partición como simplemente de· 
clarativa de propiedad, y mantiene esta ficción en la aplica· 
ción. Asi es como permite al tutor que pida la partición da 
una herencia inmobiliaria con la autorización del consejo de 
familia, mientras que exige, además, la homologación del 
tribunal cuando se trata [~e una enagenación (art5. 4!J7 y 
46!J). El código aplica la misrna teoria en el caso de em~n· 
cipación, salvo que él reemplaza la autorizaeión del consejo 
por la asistencia dél curador. 

Lo qne la ley dice de la partidón, debe aplicarse á la li . 
citación ó remate, supuesto que hace veces de partición. 
Este es un medio de salir de indivisión, cuando la partición 
es imposible \art. 1686). Hay, In obstante, Utl motivo para 
dudar; cuando UH extranjero se haca adjudicatario, el re· 
mate, en cuanto á sus efectos, está regido por los principios 
de la venta. Pero esto no impide qU8 en su principio el re· 
mate no sea un medio de salir ,le indivisión; así es que la 
ley lo pone en la aplicación, en la misma línea qne la par· 
tición (art. 1408). 

227 .• El menor emancipado no puede intentar una ac­
ción inmobiliaria ni contestar á ella sin la asistencia de su 
curador .• Hay aquí una doble diferencia entre el tutor y el 
aumenor. El tutor puede contestar una aceión inmobiliaria 
sin torización ninguna; mientras queel menor debe estarasis 
tido para la defensa, tanto como para el ataque; esto es más 
lógico porque los intereses del menor pueden también ver­
se comprometidos por una defénsa imprudente. Por otra 
parte, el tutor necesita de una autorización del consejo, 
cuando intenta una acción inmobiliaria; el menor, al con· 
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trario, puede proceder con la simplé asistencia de su cu­
radol'_ 

¿El menor puede consentir con la asistencia de su cura· 
dar? Generalmente se admite que necesita de la autorización 
del consejo de familia. El principio, se dice, es 'lne el me­
nor no puede ejecutar más actos que los de pura adminis­
tración, sin observar las formas prescrita~ al menor no emano 
cipado (art.484) El ar1.482 deroga este principio permitien­
do al menor que intente una acción inmobiliaria con la sola 
asistencia del curador. Supuesto que ésta es una excep­
ción, debe restringirse ni caso para el cual se ha establecido. 
Esto se fuoda tatnbién eu la razón, se aüarle. El consenti· 
miento no es una defeos3, es uoa renuncia (¡ defenderse, 
luego es un abandono del derecho; por consiguiente, el le· 
gisl~dor ha uebido mostrarse mús severo para el asenti­
miento que para la defensa de una acción \1;. Todo estú es 
muy justo Injo el punto de vista de la teoria, cuando se ha­
ce abstracción de lo!' textos. ¿Pero el código civil cansa· 
gra esta teoria? El ar!. 1.64 pone, al contrario, en la misma 
linea el hecho de intcfltar una acciOn inmobiliaria y el he· 
cho de consentir á semejante acción; luego al dar al menor 
emancipado el derechode promovercon la asistencia de su cu­
radar, la ley le da implícitamente el derecho de otorgar con­
sentimiento. Luego hay que aplicar á la emancipación lo que 
hemos dicho de la aqniescencia, en eltitulo de. la Tutela (2). 

Hay autores que van mas lejos, y que exigen, además de 
la autorización del consejo de familia, la homologacion del 
tribunal. Esto equivale á poner el consentimiento en la 
misma linea que la enagenación. Repetimos que liÓ e,; esta 
la te orla del código civil civil. Lo mismo sucede con el de-

1 Dncaurroy, t. 1':', p. 'iDG, IIÚfII. 690, Domante, t. 2", p. 5~O, nú_ 
mero 253 bis 3, DUI':mton, t. 30, p. 656; nÚIIL 690; Allbry y Ran, to_ 
mo 1'\ p. 507, uota 7. 

2 Veanilll los:núms. 78 y 83 lleesta tOmo. 
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sistimiento; cuando no se refiere m~s que al procedimien­
to, el menor puede cosentir con la sola asistencia del cu­
rador, porque si el derecho de obrar implica al derecho de 
consentir, con mayor razón implicará al derecho de ti, sis­
tirse del procedimiento. Péro si el desistimiento estriba en 
el fondo del derecho, entonces es una verdadera renuncia á 
un derecho inmobiliario, y por consiguiente, una enagena­
ción indirecta para la cual el meuor necita la autorización 
del consejo y la homologación del tribunal. Remitim',s á 
los que hemos dicho en el titulo Je latutela (1). 

¿Qué debe resolverse respecto á las acciones concernien­
tes al estado? ¿El menor, podrá intentar una acción de de­
negación, una acción de divorcio ó de separación de mer­
po, sin la asistencia del curallor? ¿le basta esta a¡istencia 
ó puede obrar sin estar asistido? Hay una g ,'an diveq.;encia 
de pareceres en esta cuestión, tanto en la doctrina eomo en 
la jurisprudencia. Se ha fallado q.ue el menor puede for­
mular una demanda de separación de cnerpo sin estar asis­
tido (2); mientras que se ha resuelto que, para inferponet· 
la accion de nulidad de matrimonio, el menor deue estar 
asistido de su curador, y obtener, además, la homolngación 
del tribunal \3). La mayor parte do los autores enseflanque 
se necesita la asistencia del cnrarlor y que dicha asistencia 
basta. Hay vacío en el código: de aquí nna inevitable in­
certidumbre. En el silenci" de la ley, deue procederse por 
analogía. En el fondo no hay ninguna analogía entre las 
acciones de estado y las accion8s relativas a los derechos mo 
biliarios ó inmobiliarios del meuor. U nicamente puede com, 

1 D¡t1!oz) en la. lMla\)r,t minúria, nÚ:lI. R41, :i e:'ltu tomo, UÚ·/IlUl'08 
68 y 86, 

2 BllrdeoEl) 1':' (le Julio {le 180ü (D:1Iloz, OH h~ l'alabra separación 
de cuerpo, núm. 225). 

3 Aubry y Ran, t. 1'\ p. 554, Y w¡t \8 15, ! 7, Y los autores que ahí 
s8oitan. Dalloz, en la palabra minoria, llúm; 828. 
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parárseles en cuanto á la uuport::nl'Í3 del derecho. Ahora 
bien, es evidecte que una acción coneemiente á los del'ehos 
morales de un,l persona es infinitamcflte mil< importante 
que las acciones pecunhrias; si la ley f'xige la asistencia del 
curador para las acciones inmobiliarias, con mayor razón 
debe exigirla para las acciones de estado. No se puede más 
lejos sin hacer la ley, supuesto que nO tenemos ni texto ni 
analogía para exigir la autorización del consejo de fa­
llIilia. 

Hay una acción que concierne directamente á ·Ios intere· 
ses pecuniarios, y f]ue indirectamente se relaciona con el 
afilen públi~o, y es la separación de bienes. ¿La mujer me­
nor puede intentarla, puede el marido menor contestar á la 
demanda sin asistpncia? Esta cuestión está igualmente con­
trovertida. Creemos que el 21tlmento moral que domina en 
la acción de separación es suflciente para decidir que se neo 
cesita al menos la asistencia del curador. Decimos que el ele­
mento moral domina, en efecto, la separación al dividir los 
intereses, relaja más ó menos los vinculas del matrimonio. 
Por esto es que los acreedores de la mujer no pueden pedir 
la separación de bienes. Pero no puede iZ'se más lejos, y 
exigir la autorización del consejo de familia pues.,equivaldría 
á hacer la ley (1). 

Hay duda respecto á la defensa de una demanda de in­
terdicción dirigida contra el menor eman('ipado. L:¡ acción 
concerniendo también al estado nos paz'm:" que en razón de 
su importancia, debe exigirse la asistencia dd curador, Se 
ensena, no obstante, '!Ile el mon,)!' pue 1,) defender sin es­
tar asistido; es cierto que la ley ha creado garantías esp6' 
ciales para el demandado, el acuerdo de la familia, la com­
parecencia personal del demandarlo ante el tribunal, lainter. 

1 Dillloz, PU la palabra minorj((, uítrn. 829, Auhry y Hau, t. l°, pá .. 
giulI 554, Dota 14. 
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vención del ministerio público. Pero esto no es un motivo 
para decirlir. Estas garanti~s están establecida~ para todo 
demandado, lo que no impide que el menor deba gozar de 
la protección especial con In que la ley quiere rodearlo (1). 

22f!. El curador destinado á asistir al menor, puede re­
husar BU asistencia; en tal caso, el menor no puede llevar 
á cabo el acto jurídico para cuya validez se requiere la asis· 
tencia. ¿Pero no tiene recursu contra esta denegación? A 
primera vista, se verla uno tentado á contestar negativa­
mente; EL menor emancipado es incapaz de ejecutar cier· 
tos actos sin estar asistido de su curador. Si el curador se 
niega á asistirlo, hay que creer que el acto no debe ej ecu· 
tarse. El derecho de asistir implica el derecho de rehusar 
la asistencia, salvo que el curallor salga responsable de su 
denegación, si perjudica al mRllor. ]<;,;te sería nuestro dic­
tamen. Sin embargo, la opinión c'1ntraria es la que se si· 
gue con más generalidad. Un poder de protección, se dice, 
no puede volverse contra el incapaz que tiene derecho á ser 
protegido. En teoria, puede sostenerse esto. ¿Pero no se 
necesitarla un texto para organizar este recurso'! En verdad 
que los intérpretes se hall vuelto legisladores en esta ma· 
teria. El menor, dicen, podrá proveerse ante el consejo de 
familia, el cual internará, si ha lugar, d curador á que 
preste su asistencia al menor, ó nombrará un curador ad 
hoo, ó reemplazará al curador (2). Hé ahl todo el procedi· 
miento. ¿Con qué derecho intervendría el eonsejo de fami 
lia? ¿No es de principio que la competencia del consejo es 
excepcic.nal? ¿Y se le da el dereeho de obligar al curador 
á que asista? ¡Se le do. el derecho de revocarlo, es decir de 

1 En sentido contrario AllbrS' y R,-U1, t. 1''', p. 555, nota. 18. COIll­
páre8e, sentencia de casación, de 15 de l\lal'zo de 1858 (Dalloz, 1858, 
1, 121). 
, 2 Demolombe, t. 8°, p. 235} núm. 314. Aubry y Ran, t. 1°, págL 

na 555. 
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destituirlo! ¡Una destitución sin texto quian la autoriza! F.sto 
nos parece exorbitante. La verdad es que hay un vaclo ea 
la ley. Preferiríamos, en el silencio del código, que el re· 
curso se llevase á los tribunales. Los tribunales tienen al 
menos una competencia general para decidir todo género 
de contiendas. competencia de que carece el consejo de 
familia. El ll'ibuual uo forzaría al curarlor á que asistiese, 
se limitaría á nomhrar un curador ad !wc. 

Puede tamhién suceder 'lile el menqr emancipado se re­
huse á proceder á un acto que le fuese ventajoso. ¿El cura" 
dor podría hacerlo .in el menor J' :í pesar suyo? No com­
pre'ldemos que se h"ya planteado la cuestión. El curador 
no procede, no tiene ningnnOl ini\,iativa, ,e limita á ",istir, lo 
que supone que el menor solicite su asistencia. Si no la pi­
de, es evideute que el curador no tiene ningún titulo para 
int~rvenir. Todo., están tle aeuerdo acerca de este [JU'lto. 
La jurisprudencia admite, no ohstante, una excepci6n á es­
tos principios cuando se trata tle nn consejo judicial que 
asiste á un pródigo en un pror,eso; si falta al pródigo el 
consejo dícese, puede !'"rmular oposieión. La dodrina ex­
tiendA esta jurisprntlencia al curarlor del menor emancipa. 
th. Nosotros la exall1inaremos en el título de la interdic­
ción (f). 

229. Si el menor ejecuta un acto para el cual dche es· 
tal' asistido de su curador, eOIl esta asistencia no puéde ala­
cario por causa de lesión; mientras que puelle demandar la 
rescisión si el acto se ejetmtó si[1 la asistencia y si el menor 
fué perjudicado (art. 1:105). Volverem\)s á insistir acerca 
de este I'rinci pío en el tilnlo de las Obligúciones. 

El principio recibe excepción para las instancias judicia­
les. Segúu los términos del art. 481 del código de proce-

] DelllOlombo t. S~. 1). 236) núms. 3lt), 316. (Dalloz, en la pa.la.bra 
1n¡ltoria, núms. 331 y 332). 
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diu'Íientos, los menores gozan del requerimiento civil, es 
decir; que pueden pedir que el tribunal retracte los fallos, 
si ell ellos no han sido defendidos, ó si no lo han oido vá 
lidamente (t). 

§ III.-DE LOS ACTOS PARA LOS CUALES EL MENOR EMANCIPADO 

SE ASIMILA AL MEN"l\ NO EMANCIPADO. 

230. El arto 484 asienta el principio de que «el menor 
emancipado no puede ejecutar más actos que los do pura 
administración, sin observar las formas prescritas al menor 
emancipado.» Estas furmas son la autorización del cnnsejo 
de familia, la cml debe ser homologada por el tribunal, 
para los actos de disposición. La ley no exige que el menor 
esté asistido del curador; esta asiste,ncia sel'ía inútil, su­
puésto que el consejo de familia debe intervenir, y las más 
de las veces el tribunal. Se objeta que la asistencia dcll cu­
rador requerida en actos que se reputan menos importan­
tes, debe serlo con maj'or motivo en actos que el arto 484 
somete á condiciones de formas más severas. La rei'pU8sta 
es fácil y perentoria. Si en actos de una importancia me­
nor la ley prescribe la asistencia del curador, es porque es­
ta asistencia es la única garantia del menor. Cuando se 
trata de un acto de disposición, el menor ya no necesita esa 
garantía, porque tiene otra mucho más fuerte, la autoriza­
ción del consejo y la homologación del tribunal. ¿A qué 
conduce hacer intervenir al curador en una venta cuando 
el consejo y el tribunal lo han autorizauo por causa de ne 
cesidad absoluta, y determinado las condieiolles bajo las 
cuales se hará la enagenacióo? Cierto es, como di~e De­
mante, que el Tribunado, á cuya propuesta se ¡lIsert,) el 
arto 484 en el código civil, quería que el menor e.tuviese 
asistido de su curad"r. Pero esta parte del artículo se Sil-

1 Dalloz, en la palabra requil'imiento civil, núm. 157. 
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primió en el consejo de Estado; y esto decide la cuestión (1)' 

231. Las sucesiones 'lue tocan en suerte al menor eman­
cipado del,cn ser aceptadas con la autorizaeiCHl del consejo 
de familia, y la a"eptu:ióll no pue;Je hacerse sino bajo be­
neficio de inventario. Esto resulta hasla la evidencia, de la 
combinación de los ark 461 J 484; no saLemos con que 
pretexto se llevó estil cUestión ant') los tl'ibunales y hasta á 
apelación; la corte nu tenia más que citar el texto de la ley 
para resolverla (2). Pasa lo mismo con la renuncia á una 
sucesión. Se ha pretendido que la autorización del tribunal 
podla hacer veces de la del consejo. La corte de GrenoLle 
ha fallado muy bien que el tribunal jamas interviene para 
autorizar, porque éste es un acto de jurisdicción volunta­
ria; únieamente en lo:> casos determinados por la ley, el 
tribunal es llamarlo (¡ homologar las deliberaciones del con­
sejo. Cuando se trala de una sucesión, la ley exige la au­
torización uel consejo de familia sin homologación. Eu 
punto á jurisdicción, touo es de orden público, por lo que 
el trilJUnal no puede substitllirse al cODSdjO (3\ 

Hay una dificultarl mas seria. El menor es llamarló á una 
sucesión mobiliaria; hay din8ro en la herencia, este dinero 
forma un capital, ¿el menor podrá percibirlo sin asistencia 
dal curador? A nosotros nos parece que el texto deciJe la 
cuestión. El art. 482 dice que el menor no puede recibir y 
dar descargo de un capital mobiliario sin la aHistencia dil 
su curador. Luego no hay lugar á la intervención del cu­
radar sino cuando el menor dehe dar descargo, lo que su 

pone que el acreedor y el deudor están en presencia; ahora 
bien, en el caso de que se trata, no hay acreedor ni deu-

1 ¡\llbry ,Y lbll, t. 1 .... p. [)~í'j, JlIJti.!J, En 8(JHtl(locuntrario, Doman 
tu, t. 2'" 1'. 3~~, IlÚ!Il. ~53, bis Yi. 

2 DOU<-LÍ¡:JO de Mayo ún 1856 (Dal!flz, 1857, 2, 10). 
3 {}{úlwhJe, 6 de lJiejeJllure de lSJ2 (Dalloz, en la ILllabra minr_ 

ria, Húm.83V). 
P. de D. TOMO v.-40 
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dor, hay un heredero que toma posesión de lo que le per­
tenece. Puede sentirse que la ley no haya sostenido su 
previsión á esta hipótesis. De todos m()dos, siempre es 
cierto que en el silencio del código no puede impedirse al 
menúr que ejercite su dtlrecho de propiedad (1). 

232. El arto 483 dice: «El menor emancipado no podrá 
celebrar préstamos bajo ningiln pretexto, sin una delibera 
ción del consejo de familia, homolngada por el tribunal, 
después de haber escuchado al procurador impErial." Cuan­
do se trata del menor no emancipado, la ley exige, además, 
que haya necesidad absoluta ó ventaja evidente. ¿Se ré· 
quiere también esta condición para él préstamo hecho por 
el menor emancipado? Es suficiente, se dice, que haya es­
peranza de una ventaja (2). Esta opinión nos parece cOn· 
traria al texto y al espíritu de la ley. Si el art. 483 estu· 
viese aislado, se podría invocar el texto y decir, corno muy 
á menudo lo hemos dicho, que el intérprete no pueJe exi­
gir condiciones que el legislador para nada prescribe. Pero 
hay, además, otra disposición, el art. 484 que asimila al 
menor emancipado con el no emancipado, cuando se trata 
de actos que no son los de pura administración. Yen ver· 
dad que el préstamo es uno de los actos más peligrosos 
para el menor. ¿Se dirá que el art. 483 es especial para el 
préstamo y que deroga, en consecuencia, la regla estable­
cida por el artículo siguiente? La historia de la redacción 
del código civil prueba, por el contrario, que el art. 48~ 
es el que ha venido á modificar el art. 483 y hasta á vol­
verlo inútil. La regla establecida por el arto 484 no existía 
én el proyecto del oódigo tal como fué acordada en el con· 
sejo dé Estado y transladada al Tribunado. A propuesta' 
del Tribunado fué como se insertó la regla fundamental 

1 Compárese, Demolombe! t. 8~, p. 229, núm. 301. 
2 Tonllier, t. 2~, núm. 1298, seguido por Dalloz, en la palabra mi· 

noria, núm. 834. De FrémiaviUe, t. 2°, núm. 1068 
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que asimila al menor emancipado con el que no lo está, 
respecto á lús actos de disposición. Desde ese momento el 
art. 483 venía á ser inútil, est'ndo comprendidos los prés­
tamos en la disposición genaral dd art. 484. Pór olvido, 
por un descuido de redacdón fué por lo que se le conservó. 
Pero en presencia de una regla genenl, el articulo que 
aplica esta regla debe illdudab]¡~m8nle interpretarse según 
la regla. No insistimos, porque esto nos parece eviden­
te (1). 

Se pregun ta si la prohibic ión de pedir prestado es abso­
luta. Hay un autor que enseña que el menor puede pedir 
prestado hasta la concurrencia de sus rentas. Esto es intro-" 
ducir en la ley un' distinción que rechazan su espíritu y sus 
términos absolutos. El art. 48:~ se expresa con una energía 
singular: el menor, dice, no puede pedir prestado bajo 
ningún pretexto. Ilerlier, el orador del gobierno, nos da 
la razón de ello: es porque los préstam03 son la plaga de la 
inexperiencia. Esto es decisivo. El mismo Delvincourt ha 
vuelto de la opinión contraria que en un principio habia 
profesado ;2). 

La prohibición de pedir prestado es, además, absoluta en 
el serltido de que el menor no puede contraer préstamos 
indiredamente. E"ta es la aplicación del principio funda­
méntal que no permite qne se haga indirectamégte lo qué 
prohibe la loy que se haga directamonte. Ya hémos apli­
cado 6sto principio á la cor.lpra á cródito dé; inm uóbles ínú" 
mero 217). 

Se ha fallarlo tambión que el aoto por el cual un menor 
emancipado, al pedir prestada una suma de dinero, cede y 

1 DrcanrroJ, L ]". )l '.HI,s. Iilllll f;93. Dct[i()lowl)(l.. t ,1-)'.', p. 241, nú­
Jll('fU ;):!~j Allltl'Y y H;III, t J", p: 056, lada 1, que CIlla {:I- ('(licjólI so 
alTtlpillticrolllle su tlietúlIl('1I Ij1W lJalJíau {'w~enndoell ('dicionespr(l­
ccueJlt~f.. 

:1 Demolombe, t. 8°, p. 241, núm. 320. 
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translada al prestamista, para su seguridad, idéntica suma 
á tomarla en uno de sus crérlitos, con subrogación en la hi· 
poteca que era inherente, tiene el carácter del préstamo. 
El prestador pretendía que haLía que consideral' dicho acto 
como una cesión inmobiliaria, cesión que la jurisprudencia 
permite al menor que haga con la asistencia del curador. 
Esta pretensión rué rechazada por la corte de casación: 1), 
Pero en otro caso fué admitida; la corte mantuV"o la i"ler· 
pretación que se había dado al acto, conforme á la inten 
ción de las partes contrayent<:" por la COrte de apelación (2), 
Notamos de paso, que este es un grave riesgo para el 
menor: si se le permite 'lue ceda sus dere(;hos mobiliarios 
con la sola asistencia de su curador ¿no es de lemer~e que 
celebre un préstamo bajo la forma de cesión? L'l ces:ón de 
un crédito se asimila al pago de un capital mobiliario; esto 
es admisible cuando, como en el caso juzgado por la corte, 
el que cede reciIJe el valor íntegro del CI'édito, pero las IDiÍS 

de las veces la cesión se hace por un predo inferio:'; y ¿no 
presentadicho acto para el menor el mismo ri8sgo 'lue un 
préstamo? 

Del principio de que el menor no puede pedir presta­
do, se ha inferido, además, que no puede fIar á alguno (3), 
Nos parece que la consecnencia se deriva más hien de otro 
principio, El menor qne otorga fianza nalla recille, luego 
no puede decirse qu~ toma prostalJo, El se obliga por una 
causa exlrHña á las necesidades de su administración, y al 
obligarse enagena indirectamente sus bienes mobiliarios é 
inmobiliarios. Ahora hien, la ley [lO le permite que com, 

1 Sentencia 118 11l'lleg:lJa, al\l'la(\i¡'llI, üe la (h· Junio dt3 1850 (1);L 

ILor., 1850,1, ;)08).' 
2 Sen tüncia de de II{'ga(l;¡. n p~·d"l',iúll, tIc 1 O ÜO 11'd)!'(~ra de 18G8 (Da-

1107.,1868,1,393), 
3 De Frémiuvill{', t. 2':', p. 454·, nú'n. lOa!); nemolo:nlw, t. 8°, p(J_ 

gina 241, ntim, 321. 
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prometa sus bieues siuo pfJr las r,bligaciones que con trae 
deutro de 10:< límites de su administra,'i'ln; rL",I" el m,)­
mento ell que se sale de tales ¡irnitos, ha"i) una enag"nación 
indirecta. Es por esta razón por la que el me,,,,,' [JO puede 
pedir prestado. Se ha fallad" en Cite sentido que la obli· 
gación contraída por una mujer menor, solid::niamente con 

Sil marido, por causa diversa de los actos de administra­
ción, por ejemplo p3m actos de co",eroio, es nula si la me­
lIor no ha sido autorizada por el eonsejo de familia y si la 
deliberación del consejo no ha sido homologada por el tri­
I,unal, formas que la ley prescribo para h enagenación tle 
1,,, ir muebles (1). Por aplical'ión del mismo principio, de­
Le decidirse que el menor no puedo dar fianza (2). Síguese 
que el menor qne vende un ~rérlito, asislirlo de su curador, 
no puede garantir la solven,~ia actual y futura del deudor 
cedido, por(jue esta garantía impli,;a una verdadera fianzl. 
Sin embargo, se ha fallarlo lo contral'Ío, siAmpre en vi¡·tud 
del principio cl:istii!o de que el [mnor pueelo ceder sus de­
rechos mobiliarios (31. 

233. El arto 457 dice que el tutor no puede enagenar 
ni hipotecar sus bienes raíces, sin estar autorizado por el 
consejo de familia. No elebe otor'garse tal autorizélcióu sino 
por causa de una necesidad absoluta ó de una ventaja evi­
dente. Además, la autorización del consejo ('ebe ser horno 
logad:: por el tribunal, 01 cu:rJ estatuye d "pué; de haber 
oído al procurador imperial ad. 4:lS,. E.'¡S4 pr'ohibe al 
menor emancipado que venda sus irlilluebl,]s si" la ohser­
vancia de las mismas formalidades fler';' ruda dice de la hi­
poteca. Do aquí so ha suscitado una controversia Instante 

1 Lunrg'l'H, l:~ {!l' ,\gd,'~io (h Hr~,,,<; P.~I'í,,;. :~.) ti!: J¡¡;¡n ,le 181.1 (D~L 
lIo/'; l'tI ]:L palal)f:J. )¡ú¡¡orifl, uÍlm. ~~:_:'J, :r''y y), 

~ .'\<:;i fll(~ fl':-mnlt,) UIl !lll (~:I!L .. ;iII<Jl';t:;'lt) iln la. ;;¡':ILt.'ilc:a (lo 1l01lP,fl':1-

{la ;¡pdac¡óll, du J üe Puhrero do lSti3 (Uall,¡z, lSGS. L, :30;;). ;-. 
~J Poiticrs, 18 de Julio do lS6G (Oalloz, 1868, ],39-1:). 
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viva en la doctrina. Creemos inútil detenernos en ella, SU· 

puesto que hay dos textos que resuelven la cuestión, y cuan­
do el legislador ha hablado, toda discusión es ociosa. 
El arto 4S4 asienta como regla que el menor no pnede eje. 
cutar ningún acto que no sea de pura administración, sin 
observar las formas prescritas al menor no emancipado. 
¿E hipotecar es acaso un acto de pura administmción? E~to 
es preguntar si el que no puedé énagenar puede hipotecar. 
E! art. 2124 contesta á ésta pregunta (1). «Las hipotecas 
convencionales DO pueden sOr consentidas sino por aquellos 
que tienen capacidad para enagenar los bienes raíces que 
someten á la hipoteca.» Los menores emancipados son in­
capaces para enagenar, luego también lo son para hipote. 
caro Supuesto que la hipoteca convencional es un acto de 
enagenación, la consecuencia es evidente: es preciso que 
el menor que desea hipotecar siga las formas prescritas por 
los arts. 407 y 40S que a~abam()s de analizar (2). 

234. Respecto á la enagenación de los inmuebles, el me· 
nor emancipado se asimila al que no io está (art. 4S4). 
Luego hay que aplicar aquí lo que hemos dicho en el ti· 

tulo de la tutela (3). 
Así, pues, el menor emancipado no puede, en principio, 

ejecutar un acto de disposición. Hay una excepción respec­
to al menor comerciante. El art. 4S7 establer,e que el me· 
nor que tiene uu comercio se reputa mayor para los actos 
relativos á dicho comercio. Esto es demasiado absoluto: el 
menor, aún comerciante, no se asimila enteramente al ma­
yor. El pnede pedir prestado, porque el comercio vive de 
crédito; puede hipotecar, porque tal vez no hallarla quien 
le prestase sin dar una garantía hiputecaria; pero sigue sien-

1 Roprollllo¡11o ¡¡teralmoutu por la ll~y hipotecaria belga, art. 93. 
2 ERta es la opini6n gencr:drnt'-ut,(\ adopt:,ula. Yl~;llH,e los autores 

y las s~ntencias tm DHlloz, (nI la palaura mirlor/a, núm. 813. 
3~Véase este tomo, núms. 81-92. 
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do incapaz para enagenar sus inmuebles, si no es observan­
do las formas prescritas 1'1' (,1 córligo civil (código de ca· 
mercio, arto 2). Siendo mayor la capacidad del menor 
emancipado cuando Re dedica al cornerciil, irnporta deter­
minar las conrlicinnes que se requieren para 'lue pueda ser 
comerciante. No LaRta qu" esté etr:aneiparlo, se necesita, 
ademas, que tenga diez y och,) aúo,; curnpli,los y que obten~ 
ga una autorización especial, h cllal debe rlarle su padre; 
en caso de fall,wimiento, intcr,licción Ó ausencia del padre, 
por la madre; y si el menor no liene padre ni madre, por 
una deliberación del consejo de farnilia, revesti,la de la ho· 
mologación del trihunal civil. Los t'1rCtlrOS tienen interés 
en conocer la caparida,¡ excepcional del menor comercian­
te; la ley quiere que el uda que c1lmprueba la autorización 
reciba cierta puu!i~illad; debe regi,;trarse en el archivo y 
fijarse en carteles en el auditorie) del trilmoal de comercio 
dellug ar en que el menor quiere estaLlecer su domicilio 
(código de comercio, art. 21). 

230. Existe un acto para el cual la ley prescriLe forma­
lidades especiales á fin de garantir los intereses del menor, 
y este acto es la transacc;ón. No necesitamos decir que se 
trata de una transacción sobre der",~hos inmobiliarios; el 
meuor emancipado se asimila al menor que está Lajo tute­
Ja. ¿Pasa lo mismo cuando el menur emancipado quiere 
transar sobre un acto de administración, soLre derechoS' 
mobiliarios? Gen8ralmente se ensena que el menor eman­
cipado, reputándose como mayor en cuanto illos aet·)5 de 
pura administración, tiene la misma capacidad que el ma­
yor, y que por consiguiente, puede transar (1). Ya hemos 
hecha la observación de que el código civil no establece el 
principio en los términos absolutos que acabamos de repro· 
ducir; dice del menor comerciante que se reputa como ma-

l Aubry y Rau, t.l~, p. 549, nota 4, y los autores que allí se citan 
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yór, y no lo dice del menor en general en lo que concierne 
á los actos de administración. No es restituible en hs cu­
sos en que el m~yor no lo seria. Esto es torl" lo que dice 
el art. 481; lo que ~ignifica que el menor no tiene la ac­
ción de rescisión por causa de lesión. Distinta os la ,'Ul~s­

tión de saber si puede transigir. El tutor no puede aun i;n 

bre derechos mobiliarios (1). Ahora bien, la capi\l'idad 
del menor emancipado es menor qun la del tutor; ¿cómo 
permitirle que t"ansija cuando se prohillC ,,1 tut,,!'? Hay, uo 
obstante, un motivo para dudar. Se Ice en la Exposición 
de motivos del titulo de las transacciones I¡U(~ «el menor 
emancipado puede transigir sobre los objet·)s de admillls­
tración que se le han confiado y sobre aquellos, s,1b,'c los 
cuales tiene disposición,» lo que abarea á las rentas (2). 
Si los discursos de los orad"res del gobierno tuviesen fuer­
za de ley, la cuestión estarfa resuelta. Pero:í Bigot Préa­
meneu le ha acontecido decir lo contr;¡rill dd lo '¡lIe el cú 
digo dice. Veamos, pues, lo que dice la ley. El art. 204ti 
establece que para transigir, se necesita tcner la capacidad 
para disponer de los objetos cornprendi,lns en la tranmac­
ción; el código consagra una consecuencia de este prinr-ip'o 
al decir que el tutor no puede transigir; no obstante, pOllrfa 
decirse de él lo que la Exposición de m"tivos dice del me­
nor emancipado: le está confiada la administración de bs 
bienes, con una plenitud de poder de que no disfruta el me­
nor. Es que son cosas distintas administl'ur y transigir: el 
que administra conserva el patrimonio cuya gestión tie­
ne, miéntras que el que transige disminuye el patrimonio, 
supuesto que toda transacción implica una renuncia. 

Hay que decir lo mismo de las rentas cuya disposición 

1 Véal3e este tumo, núm. {¡ü, 
2 BigoLPréam6ueu, }Jxposioión de JIlotivo~, núm. 3 l LfJet'l:, ¡-O.U,) 

7°, p.458. 
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tiené el menor: dispone de ellas en el séntido de qUd las 
<iisfruta; pero reIlUlI\,;al' ;í Sil' al'l\endamipntos, en todo ó en 
parte, ¿'lS disfrutar d~ elh6? L~ tT'a·,sa~"ión impide el gocé, 
priva al propietario d., su,; dere,,!l"S; por ésto la ley (10 

permite á los menol'es (Iue transijan, Ahora bien, el menor 
emancipado es tamb,én, bajo ciertos respectos, un incapaz. 
El no podria hacer donación de sus rentas; ni siquiera pue 
de enagenar á titulo oneroso sus derechos mobiliarios sin 
asi,tenda ue su curador; transigir es un acto que puede 
serie mucho más l'erju,li~ial 'Tue una enagenacióo; luego 
necesita mayores garantías para resguaruar sus intereses. 
Este es, á nuestro juicio, el verdadero espiritu de la ley. 

236. Si el meoor emancipado ejecuta un acto para el 
cual se le asimila con el menor bajo tutela, observando las 
formalidades prescritas por la ley, el acto es plenamente 
válido: el menor nI) fiuede atacarlo ni aun pOI' lesión. Si, 
al contrari'], el nwnor no ha satisfecho las condiciones exi­

gidas por la ley. el ado es lIulo en la forma; lo que quiere 
decir que el menor podrá pedir su nULidad probando el vi· 
cio de forma, y sin que esté obligado á probar lesión algu­
na, Volveremos á insistir acerca de este principio ~n el tl· 
tulo de las Obligaciones, 

S IV.-DE LOS ACTOS PROHIBIDOS AL MENOR. 

237, El menor emancipado no puede dIsponer de sus 
bienes A titulo gratuito (arts. 903, 904), Hay excepción pa­
ra las donaciones hechas por contrato de matrimonio, asl 
corno para los testamentos, cuando el menor ha llégado á 
los diez y seis aÍlos (art. 900). Volveremos á tratar esta 
materia en el titulo de las Donaciones, ¿Puede el menor 
emancipado comprometer? Cua¡¡d" se trata de derechoi 
inmobiliarios, se admite generalmente que el menor puede 

p, de D. TOMO Y.-'1 
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celebrar un compromiso, es decir, someter la decisión de 
la contienda á arbitros. Lo qur acabamos de decir de la 
transacción se aplica también al compromiso. Según los tér· 
minos del arto 1003 del código de prcedimientos, toda 
clase de personas que tienen la libre disposicion de dertl: 
chos pueden comprometer. ¿Puede deciroe del menor emano 
cipado que tiene la libre disposición de ms derechos mobi­
liarios? Según lIuestra opinión, nó. El art. 1004 agrega 
que no se puede comp'rometer sobre ninguua de las COll· 

tiendas que estuviesen sugetas á comunicacióu al ministe­
rio público, y al art. 83 declara c'lmurIical,les las ,'¡lU,as de 
los menores. Esta disposidón es general, y hasta cOlOí,'ren· 
de á los menores emanllipadlls; lo que parece I'esolvór la 
cuestión., Está, sin embargo, debatida (1). El espíritu de 
la ley viene en apoyo de nuestra opinión. Ella permite, 
en verdad, al menor que pleitee en materia inmobiliaria, 
pero desconfía do su inexperiencia y de su ligereza: pOI'O e3 
buenn (~onservarle la garantía de que disfruta ante los tl·i· 
huoales en doode el ministerio público es su defensor; él 
no tendria esa protección ante árbitros. Esto es decisivo '2). 

. . .. 

l' Véanse las diverans opiniones en Dalloz, en la palabra arbitra_ 
je, número 2U. 

11 Valette, ExI'Ueacil)l~ del libro 1·, 1's. 327, 328. 
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